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FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA

Al.1TORlDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACJÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido
Declarar que la competencia controvertida en los presentes conflictos

positivos corresponde, dentro de sus respectivos ámbitos territoriales, a
las Comunidades Autónomas Catalana y Vasca.

Plcllo. Scll1Cllcía 87/1991, de 25 de ulmI Cuestión de
il1cofls¡i¡ucioJ/a/idad J01/1987. En relación eD/1 los arricl/­
los 138 l' 139 dc! ¡exlo rcfillldido de la LeJ.' de Procedi­
1I1icllto Laboral, aprobado por Real Decrcío Legislativo
1568/1980. de JO de junio.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente. Presidente, don Francisco Rubio Llorente, don
Eugenio Dínz Eimi!, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. don
Jl'!>ú<; Leguina Villa. don Luis López Guerra. don José Luis de los Mozos
} dc los Mozos, don Alvaro Rodrígucz Bcrcijo. don José Vicente
lJimeno Scndra y don José G¡:¡baldón Lópcz, Magistrados. ha pronun­
ciado

EN NO~1BRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad núm, 201/87 formulada por
la Sala primera del Tribunal Central de Trabajo sobre supuesta
incon!'titucinalidad de los arts. 138 y 139 del texto refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral, aprobado por el Real Decreto Legislativo
1.563/1980. de 30 de junio, Han sido parte el Abogado del Estado y el
FJ<;(al Gcnenll y Ponente el r-..'1agistrado don Luis López Guerra, quien
e,'presa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

J. El 18 de febrero de 1987 tuvo entrada en el Registro de este
Tribunal escrito del Presidente de la Sala primera del Tribunal Central
dc Trabajo al que se <lcompaí'laba Auto de II dd mismo mes y año en
el que la cittlda Sala plnnteaba cuestión de inconstitucionalidad respecto
de los arts. 138 y 139 de In Ley de Procedimiento Laboral entonces
vigente,

En el Auto de planteamiento de la cuestión, afirma el Tribunal
Central de Trab.¡jo que los arts. 138 y 139 del texto refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral aprobado por Real Decreto Legislativo
1.568/1980 (en lo sucesi\·o. LP.L) pueden ser contrarios a diversos
preceptos dC' la Constitución, lo que en el supuesto que debe enjuiciar
no es ¡rrelevante para el fallo. Se argumenta, en concreto, 10 siguiente:

al En el art. 138 LP.L se establecen dcterminadns reglas especiales
<lplicab!cs sulamente a las empresas ferroviarias -y ni siquiera a todas
clbs. ptK~ no son aplicables «a lns de ferrocarriles que cubren atenciones
de C'mprcsas ("xtrailas al sector ferroviario ni (a) las de tranvias o
felTo(arriks metropolitanos, aunque estén destinadas al uso o servicio
púhliro. ni por supuc!>to (a) lJS empresas del sector transporte de
personas o cosas distintas del ferro"iarico»-. Esta disposición, que sólo
tie!ll' una exp]¡cación histórica (Dccreto de 23 de dIciembre de 1923,
Onh:nes de 27 de diciembre de 1923)' 21 de agosto de 1984 y Real
DCLTClo-ky de 16 de noviembre de 1926). termina por consagrar
lnjllstificudos prl\lit'gios empresariales, Dejando al margen la circuns·
tanciO! de que el art. 138 trI. altera las reglas en materia de acumulaC'lón
establecidas con carjrter general en los arts. 15 y 16 de la misma, lo
cicno C5 que el citado prcccpto. al Imponer la existencia de una
reclamación prc\·ia ante la empresa fcrrovi;¡ri<l. cstabl('ce un priVIlegio
en fa\{)f de la misma y en perjuicio del trabaj¡¡dor, sin justificación
~ufic¡\.'lHe. toda YeI que las empre~as fcrrovia'rias no son entidado.:s que
generalmcnte estén prott'gidas por la reclamación prC'via. Esta circuns­
tancia puede ser comraria n los arts. l-t CE. -al romperse. como se ha
dicho. el prim;iplO de igualdad-, 24 CE. -«por la degradación o peor
(nlid<.ld del derecho ofrecido para ohtener la tutela judicial efectiva»)- y.
en fin, el art 35 CE -ya que resta atractivos y. por ello, perjudica la
libre elección de profesión u oficio de Agente ferro\'iario-.

b) Por su parte. el arto 139 L.P.L. incide también gravemente en el'
principio de igualdad, no ya desde una perspectiva procesal sino en el
propio te!Teno del derecho sustantivo, Dado que ese precepto implica
que la presentadon de la rec1amat'ión previa no tiene capacidad para
interrumpir sino sólo para suspender la prescripl'Íón mientras se tramita
(Sentencias del T.CT, de 14 de octubre de 1977, I de julio de 1983, 11

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veinticinco de abril de mil novecientos nOVenta
y uno.-Francisco Tomás y Valieme.-Francisco Rubio Llo·
rcnte.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez.Piñero y Bravo­
Ferrer.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López Guerra.-José Luis de los
Mozos y de los .Mozos.-Alvaro Rodrí~uez Bereijo.-José Vicente
Gimeno Sendra.-José Gabaldón López.-Fumados y rubricados.

de mayo y 11 de diciembre de 1984 y 15 de mnrzo de 1986), se sitúa a
Jos trabajadores ferroviarios en peor condición, sin justificación algUlla,

2. En providencia de 25 de febrero de 1987. la Sección Cuarta
acordó admitir a tr:imitc la cuestión y dar traslado de las actuaciones al
Congrcso de los Diputados. al Senado, al Gobierno )' al Fiscal General
dd Estado para que en plazo de quince días pudIeran personarse y
formular las alegaciones que tllvieran por convenientes.

3. El Fiscal General del Estado, en sus alegac-iones, destaca la
justificación que, en generaL encuentra la existencia de una reclamación
administrativa previa y la idea de que son, ni mucho menos, los
trabajadores ferroviarios los únicos que se encuentran a ellos sometida.
Por otra partc, la «cspccial naturaleza» de las empresas afectadas por 10$
arts. 138 y 139 L.P.L. justifi(an que el legislador haya establecido en
eilas este requisito cuyas finalidades <<ticnen <:onnotaciones de interés
ggncral. y participan de los principios rectores del Ordenamiento
proccsallaborab). Se excluye, con ello, la infracción de los arts. 14 y 24.1
CE. Por otra parte, es claro que la reclamación previa «no perjudica ni
quita alicientes de mancra relevante a la elección de la profesión de
agcnte ferroviariQ)), 10 que impide considerar vulnerado el arto 35 CE.
En fin. según el Fiscal GeneraL si la desigualdad se entiende producida
por el especial cómputo dc la prescripción impuesto por el arl. 139
LP.L.. se hacc «necesario recordar que los Tribunales pueden y deben
realizar una interpretación de las normas en favor de los derechos del
trabajador, principio rector del Ordenflmiento laboral. lo que a su \"l,;Z

haria innecesario el planteamiento de la cuestión de inconstÍlucionali­
dad)~. Por todo ello, el Fiscal General interesa que se dicte sentencia
desestimatoria.

4. También el Abogado del Estado solicita. en sus alegacione~. la
desestimación de la cuestión. A su juicio, la existencia de reclamación
previa no CS, en general, contraria al art. 24.1 C.E. -STC 21/1986-, En
consecuencia, la presente cuestión se ha de limitar a determinar si rl
hecho de que se exija en las empresas ferroviarias resulta atentatorio del
principio de igualdad ante la Ley. Infracción esta última que también ha
se ser descartada. A su juicio, RENFE -única demandada en el proceso
que da lugar a la cuestión- aparece. prescindiendo de que en su
actuación ad extra utilice las normas de Derecho privado, como una
Entidad de Derecho público. Así se derivca de las normas que la regulan
(Ley de 24 de enero de 1941, Decreto de 23 de julio de 1964). Por otra
parte, se trata de entidad que presta un servicio público que cabe
calificar como esencial. Y así lo reconocen normas procesales aplicable...
en otros sectores del Ordenamiento (an. 1.448 L.E.C, ans. 190 y
931 C.C y 127 L.H.). Ambas ideas ofrecen unajustíficación objetiva y
razonable del art. 138 LP.L. lo que impide considerar que sea contrario
al :lrt. 14 CE, «Por 10 demás, afirma el Abog..'ldo de! Estado, justificada
la constitucionalidad de la reclamación previa, su eficacia meramente
suspensiva de la prescrípción parece de constitucionalidad evidente
puesto que sustituye a la previa conciliación, cuya eficacia es la mísma
(arts. 51.5 y 51 del texto refundido»)).

S. Por providencia de 23 de abril de 1991, se fijó para deliberación
y fallo el 25 del mismo mes y año,

JI. Fundamentos jurídicos

lo Cuestiona la Sala primera del Tribunal Central de Trabajo la
constitucionalidad de los arts. 138 y 139 del texto refundido de la Ley
de Procedimiento Laboral aprobado por Real Decreto Legislativo
1.568/1980 (en adelante, L.P.L) que configuran determinadas especiali­
dades procesales para la tramitación de los conflictos que se susciten
entre agentes ferroviarios y empresas de transporte por vía férrea. A
juicio de la Sala. el art. 138 LP.L, al establecer. entre otras cosas, la
necesidad de que el agente, antes de entablar demanda frente a la
empresa, formalice reclamación previa ante ésta, consagraría privílegios
injustíficados para las empresas ferroviarias -y, por tanto, vulneraría el
art. 14 CE.-, degradaría el derecho a la tutela judicial efectiva
-contrariando. en consecuencia, el arto 24.1 c.E.- y. en fin. restaría
atractivos a la eleccíón de la profesión de agente ferroviario -en
detrimento del derecho consagrado en el arto 35.1 C'.E.-. Por otro lado,
el arto 139 LP.L. resultana contrario al arto 14 c.E., al imponer un
sistema de cómputo de la prescripción de las acciones ajercitadas por lus
trabajadores ferroviarios dístinto al previsto con carácter general.
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Ahora bien, antes de entrar a considerar la consistencia de estas
alegaciones, es preciso examinar si la cuestión de inconstitucionalidad
ríJ ~ijo correctamente planteada a la luz de los requisitos de procedibili­
d:1d establecidos en el art, 35.1 LOTe y en concreto, si la Sala primera
(1,:! Tribunal Central de Trabajo ha realizado correctamente lo que la
juri' prudencia de ('ste Tribunal ha denominado juicio de relevancia:
e;;;,men que puede realizarse, incluso de oficio (STC 196/1987). no sólo
(·n el especifico trámite de inadmisión previsto en el art. 37. I LOTe sino
tanlbJen en la sentencia que ponga fin a la cuestión (SSTC 3/1988
) ¡~J¡J988).

2. Las dudas que, en este terreno, suscita la cuestión propuesta por
¡:.¡ ya ntinguido Tribunal Central de Trabajo se refieren, sobre todo, a
J.~ ¡¡¡c!usión del art .. 138 L.P.L en el Auto de planteamiento. Cíerta­
r;!('n!(', este preCC'pto tiene, como exige el art. 35.1 LOTC, rango de Ley
y resulta aplicable, como justifica el Tribunal Central de Trabajo, al
~lljJU('5tO controvertido en el litigio que da origen a la cuestión. Sin
embargo, el Tribunal Central de Trabajo no acredita en modo alguno
t¡uc de su validez dependa el fallo judicial, como también exige el art.
35.1 LOTe.

Aparte de otras precisiones de indudable irrelevancia en el supuesto
nmtrovertido -como es la prohibición de acumulación de acciones,
tilmbién aludida tangencialmente en el Auto de planteamiento-, el
art. 138 LP.L. se limita a establecer la necesidad de Que los agentes
L>rn)\i~:rios. entablen reclamación contra su empresa con carácter previo
il b formaliz.ación de la demanda, así como las reglas a seguir en la
tr:lmil:Jción de esta reclamación previa. Es claro Que la relevancia
hipotética de este precepto se encuentra en Que, no formulada la
r~'dal1lación prC'via, o formulada incorrectamente, la demanda del
arCf;!t ferroviario no podrá ser admitida, con la consiguiente enervación
tic su acción. Ahora bien, en el supuesto que el Tribunal Central de
Tra¡~ajo debe resolver, estos efectos no pueden verificarse; por lo que, en
d('fíI~itiva, la validez del arto 138 LP.L en nada ha de incidir sobre el
~~ntido del fallo. En efecto, de los antecedentes del Auto de plantea­
mícnlO -y de los hechos declarados probados en la sentencia de
instancia. Que nO se cuestionan en el recurso de suplicación interpuesto
pur RENFE-, se desprende que en el litigio que origina la cuestión el
trabajador demandante había solicitado en marzo de 1983 el abono de
c;:t::rminada cantidad, obteniendo con posterioridad respuesta negativa;
en ~bril de 1984 «formuló reclamación previa» )', con posterioridad, la
d~'ni2.nda. No cabe duda. por tanto, de que en el supuesto controvertido
('\¡~¡¡ó reclamación previa, sin que durante la tramitación del recurso de
:-,uplícaeión se haya cuestionado, ni en el plano fáctico ni en el
(-..,¡netamente jurídico. est3 circunstancia. En consecuencia, una vez
((Instatada la existencia efectiva de la reclamación previa y a falta de
jü~1iíjcación expresa en el Auto de planteamiento de la incidencia que
el precepto cuestionado pueda tener respecto del fallo, es claro que los
(!~'Clos enervantes de la acción que su defecto podría llevar aparejados
uo habrán de verificarse y, por tanto, su aplicación al supuesto
CI ¡;¡1fovenido en nada podrá incidir sobre el fallo judicial.

En este contexto, es preciso entender que. con respecto al arto 138
LP.L, la cuestión planteada por el Tribunal Central de Trabajo no
,ump\e las condiciones procesales establecidas en el arto 35.1 LOte. Y,
ror ello. no es posible entrar a analizar si el precepto cuestionado se
tiúC'cúa o no a los arts. 14, 24.1 Y35 C.E.: Tema que, por lo demas, carece
de interés general tras la desaparición del precepto en la reforma del
precedimiento laboral operada por el Real Decreto Legisla~

tiva 521/1990.

3. El segundo precepto de la Ley de Procedimiento Laboral cuya
constitucionalidad cuestiona el Tribunal Central de Trabajo es el
art. 139. Y tambien suscita alguna duda el Fiscal General en <'uanto a
l;¡ <ldmisibilidad de la cuestión respecto de éste. No se trata ya, como
se aC<lba de poner de manifiesto en relación con el arto 138 LP.L., de que
su ~pli('ación sea intrascendente para la resolución del liti~io -pues la
relevancia para el fallo, además de venir expresamente justificada en el
Auto de planteamiento, resulta ahora evidente-. La objeción suscitada
por el Fiscal Gt'nernl hace más bien referencia al hecho de que el arto 139
LP.L. admite una lectura distinta a la realizada por el Tribunal Central
de Trabajo, más favorable a los derechos del trabajador, que haría
innecario el planteamiento de la cuestión.

Sin perjuicio dt' que fuera posible una interpretación distinta del
precepto cuestionado -que de hecho ha sido acogida algunas veces por
los Tribunales laborales-, lo cierto es que esta circunstancia no puede
proyectarse sobre la admisibilidad de la cuestión. De un lado, porque
según reiterada jurisprudencia de este Tribunal, no es posible revisar el
juicio de relevancia realizado por el órgano judicial en cuanto a la
sekcción de la norma aplicable o a la interpretación que a la misma se
le asigna más Que en aquellos casos en los que, segun principios básicos.
pueda deddirse que la norma no es aplicable o tiene un alcance distinto
nI que le atribuye el órgano judicial (por ejemplo, SSTC 41/1990
y ,106/1990). De otro, y sobre todo, porque este Tribunal también ha
rel!cf<ido que la circunstancia de que la norma pudiera admitir una
intt:rpretación conforme a la Constitución no se proyecta sobre las
pc\,>íhilidades de plantear la cuestión (por ejemplo, SSTC 19/1991
y 27/l991). En c:onsecuencia. será preciso, en contra de lo Que parece

sostener el Fiscal General, analizar la constitucionalidad del arto 139
L.P.L.

4. El arto 139 establece que ~el plazo para el ejercicio de las acciones
en materia se considerará en suspenso desde la fecha en que la
reclamación se hubiese sometido a la decisión del empresario, y se
reanudará a partir del día en que el trabajador hubiese tenido contesta­
ción de aquella o hubiese transcurrido el plazo que a dicho efecto señala
el artículo anterior». A juicio de la Sala que propone la cuestión. tal
düposición afecta gravemente al principio de igualdad toda vez que
implica que la reclamación previa pre\'Ísta en el art. 138 «no tiene
capacídnd para interrumpir la prescripción de las acciones, sino sólo
para suspenderla por el plazo antes indicadm, lo que (constituye una
excepción a las normas comunes y generales sobre interrupción de la
prescripción de acciones prevenida en el art. 1.973 del Código Civil». En
consecuencia, Jo que habrá que determina.. es si el sistema de cómputo
del plazo para el ejercicio de acciones en los conflictos suscitados por
a¡!entes ferroviarios es o no contrario al arto 14 CE. Y. partiendo de la
jurisprudencia constitucional, para resolver esta cuestión es necesario
determinar, primeramente si el art. 139 de la Ley de Procedimiento
Laboral de 1980 establece un trato diferente y desfavorable del previsto
para situaciones iguales; y en segundo lugar. si así fuera, si esa diferencia
carece de justificación objetiva y razonable.

5. Por lo que se refiere a la primera cuestión. puede inferirse del
Auto de plantemiento que el Tribunal Centrol de Trabajo toma como
punto de comparación de regulación de los procesos entre trabajadores
no ferroviarios y sus respectivas empresas, y más concretamente, de las
reclamaciones previas exigidas y de su eficacia en materia de suspensión
o interrupción del plazo de prescripción.

No cabe duda de que la reclamación previa exigida por el arto 138
LP.L a los empleados ferroviarios se aproxima claramente a la
reclamación administrativa previa que la L.P.L. impone a los trabajado­
res que prestan sus servicios por cuenta de cntes publicas «Que tengan
prohibida la transacción O avenencia» (art. 51.3 LP.L): Reclamación
que, según el arto 49 LP.L., «(interrumpirá el plazo de caducidad para el
cjerci<'io de las acciones, contándose los días anteriores a la reclamadón
y los posteriores a la resolución o a la fecha en que debió qu('dar
resucita». Ademas, la reclamación del art. 138 L.P.L cumple una
función, en el marco del procedimiento laboral, similar a la de una
institución formalmente distinta, como es la exigencia de un trámite
administrativo de conciliación, contenida en el 3rt. 50 de la LP.L. de
1980. por lo que cabe comparar la situación del trabajador ordinario que
intenta la conciliación y la del agente ferroviario que formuló su
especifica reclamación previa. Pues bien, respecto de los efectos del
intento de conciliación sobre los plazos para el ejercicio de acciones, el
arl. 52 L.P.L. establece que (da presentación de la papeleta de concilia­
ción (... ) interrumpirá los plazos de caducidad de a<'ciones y se
reanudara su cómputo a partir del siguiente día de intentada, o
transcurridos quince días desde su presentación sin que se haya
celebrado».

Los arts. 49 y 52 L.P.L aparecen así <,amo terminos de comparación
para enjuiciar la constitucionalidad del art. 139 de la misma norma. Y
efectivamente tales artículos establecen para los respectivos trámites
prcprocesales un carácter suspensivo con respecto de los plazos de
ejercicio de acciones. Pero tal carácter lo tienen únicamente en relación
con los plazos de caducidad, como expresamente prevén dichos artícu­
los, yen concordancia con el arto 59.3 del Estatuto de los Trabajadores.
Ahora bien, su efecto suspensivo no se produce respecto de los plazos
de prescripción: Estos quedan (a falta de norma expresa en el E.T. o en
la L.P,L, en el texto que ahora se examina) sometidos a las reglas
generales del ordenamiento (art. 1.973 CC). En consecuencia, tanto la
conciliación (an. 52 LP.l.) como la reclamación administrativa previa
(art. 49 L.P.L.) interrumpen dichos plazos, cuyo cómputo deberá
reiniciarse producido el tramite de conciliadón o reclamación. Así lo ha
venido entendiendo la jurisprudencia ordinaria. y así 10 confirman
ahora los arts. 65.1 y 73 del texto hoy vigente de la Ley de Procedi­
miento Laboral.

6. Es en este contexto donde pueden entenderse plenamente las
dudas que, sobre 12. constitucionalidad del arto 139 L.P.L, alberga la Sala
primera del Tribunal Central de Trabajo, ya que ese precepto obliga a
{'omputar los plazos de forma diferente a la que acaba de ser descrita.
En efecto, dado que el art. 139 L.P.L., no se refiere, como las normas
que han sido citadas más arriba, ónic3mente a la caducidad, sino al
«plazo para el ejercicio de las acciones en esta matería», ha de
entenderse -y así lo ha hecho la jurisprudencia ordinaria (Sentencias del
T.S. del 13 de octubre de 1971. 7 de abril de 1981 y 22 de noviembre
de 1982 y del T,CT. de 8 de noviembre de 1985, 10 y 26 de marzo de
1986)- que el efecto suspcnsiv.o ql:'e en él se establece ~e. aplica .tanto.a
la caducidad comO a la prescnpclQn. Y, de ello, se segma la f-XlstenCI3
del tratamiento desi~ual de los trabajadores ferroviarios afectados por
los arts. 138 )' sigUIentes de la L.P.L., con respecto al resto de los
trabajadores -al separarse, corno denuncia el Auto de planteamiento, el
art. 139 L.P.L. de las reglas generales en materia de prescripcién- y, en
ultimo término, la posible infracción del arto 14 C.E.
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SENTENCIA
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En atención a todo Jo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONF1ERE LA CONSTJTUC1ÓN DE LA NAC1ÓN
ESPAÑOLA,

FALLO

Ha decidido

Declarar que el artículo 139 de la Ley de Procedimiento Laboral
de 1980, es inconstitucional en Jo que se refiere al cómputo de los plazos
de prescripción,

PubJíquese este Sentencia en el «Boletín Oficial deJ Estado».

Dada en Madrid, a veinticinco de abriJ de mil novecientos noventa
y uno.-Francisco Tomás y Valiente, Francisco Rubio Llorente, Eugenio
Díaz EimiJ. Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo·Ferrer, Jesús Leguina
Villa, Luis López Guerra, José Luis de los Mozos y de los Mozos, Alvaro
Rodríguez Bereijo, José Vicente Gimeno Sendra y José Gabaldón
López.-Firmados y rubricados.

cueneia, que eJ distinto tratamiento en el cómputo de los plazos de
prescripción que estabJece es contrario al arto J4 C.E.

8. ElJo no obstante, no será preciso anuJarlo formalmente en cuanto
que la inconstitucionalidad del precepto se limita, como hemos visto, a
Jas interferencias que el mismo produce en el cómputo de los plazos de
prescripción, dado que, aplicado a la caducidad, conduce a las mismas
consecuencias que los arts. 49 y 5:! L.P.L., por 10 que, respecto a esta
última institución, no produce efectos discnminatorios,

En este contexto, es claro que no hace falta anular eJ precepto
cuestionado. El mismo puede mantenerse -sin perjuicio de su definitiva
derogación por la Ley de 1990- a condición de que se entienda que es
sólo aplicabJe, como ocurre en preceptos similares de Ja Ley de
Procedimiento Laboral, a la institución de la caducidad y no a la de la
prescripción.

. ." -
Jnstituto Nacional de la Seguridad Social (lNSS) el 5 de septiembre de
1983,' La resolución del INSS denegó la pensión porque, fallecido el
causante el 26 de marzo de 1968, el derecho a soJicitar prestaciones
prescribió a los tres anos contados desde el día siguiente. de conformi·
dad con lo dispuesto en el arto 54.J del Texto Articulado I de la Ley
193/1963, de 28 de diciembre, de Bases de Ja Seguridad SociaJ, aprobado
por el Decreto 907/1966, de 21 de ahriJ (en adelante LSS de 1966).
Interpuesta reclamación previa, la reclamación fue desestimada por
resolución del JNSS de 13 de diciembre de 1983, por haber prescrÍlo el
derecho a solicitar la prestación, de conformidad con el arto 54.1
mencionado, sin que, como pretendía la reclamante, pudiera aplicarse
el art. J6 de la Ley 24/1972, de 21 de junio, que declara imprescindible
el derecho al reconocimiento de las prestaciones, entre otras, de
supervivencia, toda vez que las presttlción solicitada ya había prescrito
cuando entró en vigor esta última Lev.

b) Interpuesta demanda, la misma fue desestimada por Sentencia
de la Magistratura de Trabajo núm. I de Gijón de 28 de febrero de 1984.
Esta Sentencia entendió que, de conformidad con el art. 54.1 de la LSS
de 1966, el derecho a reclamar la pensión de viudedad se había
extinguido en marzo de 197 1, sin que el mismo pudiera resurgir por
Leyes posteriores que no tienen ese carácter retroactivo expreso.
Interpuesto recurso de suplicación contra la anterior Sentencia, la
Sentencia del 24 de marzo de 1987 decretó la nulidad de actuaciones,
principalmente por no figurar aportado el expediente administrativo.

e) Celebrado nuevo juicio, Ja Sentencia de Ja Magistratura de
Trabajo núm. 1 de Gijón, de 24 de noviembre de 1987 estimó la
demanda. La Sentencia razona que, aun producido eJ hecho causante de
la pensión de viudedad bajo la vigencia de la LSS de 1966, cuando Ja
actora efectuó la solicitud de Ja pensión estaba ya en vigor el vigente
Texto refundido de la Ley General de Seguridad Social, aprobado por el
Decreto 2065/1974. de 30 de mayo (en adelante. LGSS de 1974). cuyos
arts. 54.1 v 165 cstablecen la imprescindibiJidad del derecho al reconoci·
miento délas prestaciones por muerte y supervivencia: y aun cuando el
art. 2.2 del Código Civil proclama la irrestroactividad de Jas leyes si no
dispusieran Jo contrario -dice Ja Sentencia-, ha de Jplicarse la LGSS de
1974, por analaogía con Ja LegisJación penal y con la disposición
transitoria primera deJ Código Civil. y porque en caso contrario se
vulneraría eJ arto 14 de Ja Constitución.

d) El INSS interpuso recurso de suplicación contra la anterior
Sentencia, no siendo impugnado el recurso por la ahora solicitante de
amparo. El INSS alegaba aplicación indehida del arto J6.2 de la Ley
24/1972 (transcrito en el actuaJ art. 165 de Ja LGSS de 1974) y
correlativa vioJación del arto 54.1 LSS de 1966, toda vez que cuando se
reclamó la pensión de viudedad en 1983 el derecho a solicitar dicha
pensión había ya prescrito (lo había hecho en marzo de 1971); y es Ja
fecha de fallecimiento del causante la que determína no sólo el hecho
causante de la pensión, sino también la legislación aplicable aJ derecho
a reclamar pensión de viudedad, No puede aplicarse la Ley 24/1972

Sala Primera. Scmcncia 88/199/, de 25 de abril. Recurso
de amparo 956//988. COlltra Sentcncia de/ Tribul1a/ Cel1­
tra/ de Trahajo, aclarada posteriormc!11c por ('/ correspon­
dieme Aufo sobre reclamación de pensión de l·illdedad.
SI/puesta ru/neráJII del principio de (f?/lGldad: Prescripción
de derechos.
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No ca~c du~a, en ~fecto, que el arto 139l.P.L. termina por posibilitar
que dos situacIOnes Iguales, como son la de un trabajador ferroviario
nfcctaqo por los arts. 138 y siguientes de la L.P.L de 1980 y la de
cualqUier otro trabajador, al servicio de una empresa o de una
Administración publica, no afectado por los citados preceptos. sean
tratados de forma distinta con respecto al cómputo de los plazos de
pres~f¡pción. La amplia dicción del art 139 L.P.L. posibilita en este
scntl~o que la misma o similar actividad -interponer una reclamación
previa o presentar una papeleta de conciliación- tenga distintos efectos
segün haya sido realizada por un trabajador ferroviario o por cualquier
otro. En consecuencia, es posible Identificar la existencia de un
tr;llami~nto 4istinto .de situaciones idénticas por 10 que se impone
detcrmlnar SI el mIsmo encuentra en nuestro Ordenamiento una
ju~tificación suficiente, objetiva y razonable que permita descartar la
eXistencia de vulneración de igualdad.

7. y esta tarea no resulta posible. La figura del trabajador deman­
dan~e ? las caractc:rístícas de su prestación no justifiquen por sí mismas
el d,l~tmto tratamlCnto previsto por el art. 139 LP.L.: La ordenación
posItiva de las relaciones de trabajo no distingue las relaciones que
establecen los trabajadores ferroviarios de las que establecen los demás
trabajadores con sus respectivas empresas. La naturaleza de la empresa
f~rroYiari~ o las características del servicio que presta no justifican un
sIstema .dlferente de cómputo de los plazos de prescripción, como es el
estableCIdo en el art. 139 de la LP.L. de 1980. Pues ese sistema difiere
no s~lo del que se da a los trabajadores de empresas privadas, sin~
tamblen al que afecta a los trabajadores que prestan servicios por cuenta
de entes públicos; entes que, indudablemente sirven, como las empresas
ferroviarias, intereses generales.

Dado, en fin, que el art. 139 LP.L no encuentra ninguna expJicación
por razón de la materia litigiosa -ya que. como demuestra Ja lectura del
primer párrafo del art. J38, no es precepto cuya aplicación se limite a
una determinda meteria especifica del mundo ferroviario- resulta
evidente que no tiene justificación objetiva y razonable. Y, en conse-

La Sala PrimerJ del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente. Presidente, don Fernando García-Mon y
Gonzálcz-RcgucraJ, don Carias de la Vega Benayas. don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra :Y don Vicente Gimcno Sendra, M;¡gistra­
dos; ha pronunciado

la siguiente

En el recurso de amparo núm. 956/88, promovido por doña Ncry
Gonzá!cz Vallina, representada por la Procuradora de Jos Tribunales
dona Esperanza Jerez Monge y asistida por el Letrado don Bernardo de
Mirones MorJan, contra Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de
2 de febrero de 1988. aclarada por Auto de 4 de abriJ de 1988, en autos
sobre reclamación de pensión de viudcdad. Han comparecido el
Ministerio Fiscal y eJ Instituto Nacional de la Seguridad Social,
representado por el Procurador de los Tribunales don Carios de Zuluela
Cebrián y asistido por el Letrado don Antonio García Lozano, y ha sido
Ponente el Magistrado don Vicente Oimeno Scndra, quien expresa el
parecer de la Sala

L Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia el 23 de mayo
de 19R5:y registrado en este Tribunal el posterior día 25. la Procuradora
de los Tribunales doña Esperanza Jerez Monge, en nombre y representa­
ción de dona Nery GonzáJez Vallina, interpone recurso de amparo
contra la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo (T.CT.) de 1 de
febrero de 1988. aclarada por Auto de 4 de abriJ de 1988, en autos sobre
reclamación de pensión de viudedad.

2. La demanda de amparo tiene C0mo base los siguientes antece­
dentes de hecho:

a) La solicitante de amparo nació eJ 18 de junio de 1936 y contrajo
matrimonio el 21 de junio de 1956, falleciendo su esposo el 26 de marzo
de 1968, encontrándose entonces en situación de alta en el Regimen
GeneraJ de la Seguridad Social. El 11 de abriJ de 1983, Ja demandante
de amoaro solicitó pensión de viudedad, que le fue denegada por el
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